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			Introducción


			Este libro trata sobre el manejo del poder de las élites económicas y políticas en el Perú actual. Este manejo se expresa en arreglos o acuerdos entre las grandes empresas y el Estado peruano para desarrollar la infraestructura nacional. Las obras se realizan en un contexto de crecimiento económico impulsado por un Estado capturado por los grandes intereses privados, y que muestra marcadas debilidades institucionales. 


			Los participantes principales de estos arreglos son las grandes empresas constructoras y los gobiernos, lo que indica que debemos hacer un análisis relacional para entender cómo se pactan o establecen, cómo se expresan en casos concretos de obras y qué consecuencias tienen. De un lado, tenemos a la gran empresa constructora Odebrecht, que destacó como la principal constructora del Perú en las últimas dos décadas, y, de otro, a políticos y funcionarios de varios gobiernos desde inicios del siglo XXI, empezando por los presidentes, que autorizaron estas obras públicas y otorgaron concesiones de manejo de bienes públicos que tuvieron un alto costo, no solo monetario, sino también institucional. En varios casos importantes aquí estudiados, en obras millonarias, los fiscales y jueces de varios países encontraron indicios y pruebas como para considerar que ocurrió favorecimiento, colusión y corrupción. Una vez iniciadas las investigaciones, las redes de actores funcionaron para dificultar investigaciones en los tres poderes del Estado y minimizar el daño. 


			Estudios como el que aquí se presenta explican a nivel general y particular este tipo arreglos que, ciertamente, hacen que el país crezca y cierre su brecha de infraestructura, pero no que se desarrolle. Se puede decir que los casos analizados demuestran que se trata de una lógica de crecimiento «a cualquier costo». Este libro busca hallar evidencias de tan importante problema a partir de Odebrecht, el caso más emblemático de arreglos, colusión y corrupción empresarial de nuestro tiempo que, como sostenemos a lo largo del libro, debe entenderse en un marco analítico que revela un problema mayor: la captura del Estado. El libro se inspira en el escándalo internacional de corrupción empresarial conocido como «Lava Jato», y el rol de la constructora brasileña Odebrecht que ha sacudido a todos los países del mundo donde actuó, teniendo consecuencias políticas e institucionales más profundas en dos de ellos: Brasil, su país de origen, y Perú, el primer destino de sus inversiones en el exterior. 


			Odebrecht fue, en 1979, la primera constructora brasileña en llegar al Perú, y ese mismo año la empresa inició su internacionalización. Desde entonces, cumplió su objetivo empresarial de perdurar, ejerciendo influencia legal e ilegal, financiando partidos de manera recurrente y en varios casos probados recurriendo al soborno, haciendo favores o dando apoyos a políticos o a sus familiares, e incluso realizando obras filantrópicas. Esto se dio hasta que Lava Jato interrumpió su continuo proceso de penetración y tuvo que reconocer el pago de sobornos en numerosos países. Iniciado este escándalo que involucraba a las grandes empresas constructoras brasileñas, muchas de ellas activas en el Perú, Odebrecht fue una de las últimas en aceptar sus delitos, pero fue una de las primeras en acogerse a la delación premiada al quedar al descubierto su sistema de influencias y el uso encriptado de pagos bajo la mesa para lograr ventajas en la construcción de grandes obras públicas. Se trata, por lo tanto, de un caso excepcionalmente bien ilustrado.


			La historia de esta empresa como participante importante del proceso de captura del Estado, basado en arreglos con políticos y funcionarios que impacta al Perú, es también la historia de la cambiante y cada vez más cercana y problemática relación entre Brasil y Perú. Ambos países estuvieron separados durante siglos por la vasta y densa selva amazónica, y hoy, a pesar de la corrupción y la colusión, se han integrado con fuerza gracias a los planes de «desarrollar» la Amazonía a través de proyectos que requieren grandes obras de infraestructura. El estallido de los escándalos ha frenado esta integración, pero abre la oportunidad de continuarla de mejor modo en el futuro.


			La hipótesis principal es que esta empresa y sus socios peruanos operaron en un sistema de captura corporativa basado en una red de influencias, recurriendo tanto a mecanismos legales como dudosos y corruptos, para lograr influencias excesivas e indebidas que los privilegiaron y favorecieron, obteniendo altas tasas de ganancia y adjudicándose más proyectos de obras públicas y concesiones. Empresas como Odebrecht se proyectaron con asombrosa facilidad a una sociedad como la peruana gracias no solo a su cercanía geográfica, sino a la «proximidad cultural» con Brasil, pues en ambos países el Estado es poroso, institucionalmente débil, dirigido por políticos y funcionarios interesados en priorizar las grandes inversiones, descuidando adrede los mecanismos de control y olvidando muchas veces el interés público o, peor aún, aparentando defenderlo haciendo obras sin importar su costo y cómo se construyeron. Como veremos, esta forma de proceder involucra a decenas de empresas brasileñas y peruanas, de modo que estamos frente a un fenómeno mayor que se puede ilustrar a partir de la acción de esta empresa y sus socios peruanos.


			Para comprobar esta hipótesis, estudiamos tres grandes obras de infraestructura construidas por el conglomerado Odebrecht y sus socios: el Metro de Lima, la carretera Interoceánica Sur —que conecta Perú con Brasil— y la gran irrigación Olmos en el norte. Todos estos megaproyectos resultaron caros y sus costos fueron, hasta donde se ha podido inferir por las investigaciones internacionales y nacionales realizadas, artificialmente inflados. Por lo menos en dos de ellos, el Metro de Lima y la Interoceánica Sur, se ha demostrado que se pagaron sobornos. En la irrigación Olmos no se conoce de este tipo de pagos, al menos no por ahora, pero es una obra que revela otro problema: cómo los arreglos entre las empresas y el Estado distorsionaron objetivos sociales y afectaron el desarrollo social de los pueblos al ignorar sus demandas. Algo parecido sucedió con la carretera Interoceánica. 


			Los tres proyectos, vistos en su conjunto, muestran esta compleja trama relacional que permite ver cómo se construyen las relaciones empresa-gobierno, y que definen al mismo tiempo otras relaciones: empresa-empresa, empresa-sociedad y Estado-Estado. Desarrollamos por lo tanto un análisis relacional amplio, sin inferir que los arreglos entre los dos actores principales los inició la empresa o el Estado, sino que son el resultado de arreglos que definieron la manera cómo se realizaron las obras y generaron diversos tipos de costos que pudieron evitarse. Un estudio de este tipo sirve para identificar mecanismos utilizados en la captura combinados creativamente: financiación electoral, lobby, puerta giratoria, apoyos o favores a políticos, sobornos y hasta las reuniones sociales de confraternización entre empresarios y funcionarios organizadas durante la construcción de las obras. El análisis de estos megaproyectos nos permite también entender la manera como se hacen leyes, incluyendo la «legislación sastre», hecha a la medida de intereses particulares, y la forma como se aplican, donde los gobiernos de turno y los funcionarios ignoran con frecuencia, sobre todo en los casos de obras públicas, el espíritu de las leyes y su necesaria conexión con la ética, ateniéndose al mero cumplimiento de formalidades para darle un barniz legal a obras que esconden numerosos problemas. 


			Los tres proyectos se construyeron en el siglo XXI, en el periodo del superciclo de commodities que aumentó el gasto en infraestructura, y durante tres gobiernos democráticos: el de Alejandro Toledo (2001-2006), Alan García (2006-2011) y Ollanta Humala (2011-2016), pero la historia no termina ahí, pues el debate sobre arreglos discrecionales, colusión y corrupción involucra a un cuarto gobierno, el de Pedro Pablo Kuczynski (2016-2018). En el año 2017 se implicó a Kuczynski en el caso Lava Jato por su actuación cuando fue ministro del gobierno de Toledo y como proveedor de Odebrecht. Al estar en el poder cuando estalló el escándalo, el Congreso exigió su vacancia por incapacidad moral permanente, proceso que terminó, en marzo de 2018, con la renuncia del presidente Kuczynski.


			Al analizar las obras en cuestión, nos damos cuenta de que se trata de casos que involucran a casi toda la clase política y a los más grandes y reputados consorcios peruano-brasileños, conformados por grupos de poder económico que comandan la economía y gozan de prestigio hasta que estalla el escándalo e intentan contener el daño y reparar su reputación. El caso de Odebrecht es, por tanto, paradigmático como estudio de caso que nos permite entender en un nivel de detalle raramente logrado todo los arreglos y la mecánica de la influencia que a veces se produce con colusión y corrupción. Los indicios, pruebas y testimonios que han dado lugar a investigaciones judiciales son más fuertes con esta empresa y sus socios en tanto provienen de múltiples fuentes: fiscales y jueces de varios países, comisiones investigadoras parlamentarias, periodistas de investigación y de las ciencias sociales. Todos ellos, además, aprovechan la red global para compartir información en esta era donde las élites del poder son sacudidas por escándalos que se salen fuera de control, inaugurando una nueva fase político-judicial.


			Los capítulos están ordenados de la siguiente manera. El capítulo 1 empieza discutiendo el problema de los arreglos político-empresariales y continúa en el capítulo 2 con la presentación de las teorías de poder empresarial y captura política, así como de la metodología de análisis de actores sobre la base de líneas de tiempo donde ocurren reuniones y se toman decisiones que determinan la calidad o falta de calidad de los proyectos. Una breve evolución histórica del grupo Odebrecht, nuestro caso principal, es la materia del capítulo 3, que incide en cómo fue construyéndose en paralelo un modelo de negocios y un modelo de influencias con una parte legal y otra ilegal. Luego de examinar el modus operandi de Odebrecht, y por extensión de sus socios peruanos, el capítulo 4 estudia su constitución como grupo de poder en Brasil, y su posterior internacionalización y entrada al Perú, en alianza con empresas locales. El capítulo 5 explica la selección de los casos de obras públicas analizados, donde intervienen los consorcios constructores. Los tres siguientes capítulos (del 6 al 8) estudian los arreglos, las redes y los mecanismos de influencia utilizados en tres grandes proyectos de obras públicas. El capítulo 9 estima las múltiples consecuencias de estos arreglos, y de la trama colusiva y corrupta que se detecta en algunos casos, en las instituciones, la reputación, la economía y el régimen democrático, finalizando con una consideración sobre las oportunidades de cambio legal e institucional que se abren y las posibilidades de hacer justicia ejemplar. 


			Las indagaciones que permitieron escribir este libro fueron realizadas en el marco de un proyecto de investigación con Oxfam en Perú y Oxfam Brasil. Emilio Salcedo, sociólogo de la Pontificia Universidad Católica del Perú (PUCP), participó activamente en la investigación, colaborando en la búsqueda de datos, la elaboración de líneas de tiempo, gráficos y cuadros, y en la discusión de las hipótesis y conclusiones del trabajo.


			El libro se publica como un esfuerzo colaborativo entre Oxfam y la PUCP para aportar al debate nacional sobre la captura del Estado, la colusión y la corrupción que se evidencia en algunos casos, problema que puede ser mejor comprendido a partir de investigaciones de científicos sociales. Esperamos que esta obra sirva, si no para encontrar la verdad, siempre elusiva, al menos para entender la mentira.


		




		

			Capítulo 1. 
El significado del caso Odebrecht y los escándalos globales de corrupción


			Uno de los signos de nuestro tiempo son los escándalos políticos de corrupción y ocultamiento de riquezas obtenidas ilegalmente o con mecanismos dudosos que involucran a empresas privadas y funcionarios públicos. Cuando estallan, lo primero que impactan son las palabras. 


			Cuentas cifradas, empresas offshore, paraísos fiscales, falsos contratos, evasión tributaria; financiación de partidos, lobbies, puertas giratorias, conflictos de intereses; arreglos, redes y clientelas; colusión agravada, sobornos, lavado de dinero, información privilegiada, tráfico de influencias; doleiros, operadores; colaboración eficaz, delación premiada, prisión preventiva, debido proceso; impeachment, vacancia presidencial, incapacidad moral permanente; democracia comprada, cleptocracia, captura del Estado, abuso de poder. Estos son los principales términos económicos, jurídicos y políticos relacionados con el caso Lava Jato y la empresa constructora Odebrecht, uno de los grandes escándalos de arreglos, colusión y corrupción de negocios del siglo XXI.


			Al intentar entender esos términos y relacionarlos, formamos una nueva gramática con la cual escribimos la historia de lo que realmente está pasando, lo que lleva a preguntarnos: ¿cuál es la línea que separa el interés privado del público?, ¿cómo se inicia la corrupción y hasta qué punto empieza o se limita solo al Estado?, ¿puede lo ilegal disfrazarse de legal?, ¿puede hacerse normal lo ilegal o lo dudoso?, ¿por qué no funciona la rendición de cuentas y el control del delito económico?, en fin, ¿puede controlarse la relación entre dinero y política? Dadas las consecuencias corrosivas de los escándalos y las grandes revelaciones en las instituciones, la ética y la estabilidad económica y política, y gracias a una mejor comprensión de cómo opera el sistema de captura corporativa del Estado, ¿podemos realmente cambiar este sistema y reducir al menos sus componentes colusivos y corruptos? 


			Para responder a estas interrogantes podemos aprovechar los escándalos de corrupción político-empresarial que nos inician en un camino que nos lleva a las profundidades del sistema en que operan. Permiten entender, o al menos ver una parte, de lo que generalmente está oculto, de lo ilegal y lo dudoso, hasta identificar los arreglos silenciosos entre grandes empresarios, políticos y funcionarios cuando deciden realizar obras públicas «a cualquier costo». Estos arreglos no son necesariamente ilegales; muchas veces operan en una zona gris, de apariencia legal o son éticamente cuestionables, pero hay ciertos casos que apuntan a la colusión y a la corrupción. La cuestión, por lo mismo, no es solo qué ha pasado, quién es culpable y cómo paga sus culpas, sino cómo ha pasado y quiénes han fraguado arreglos poco convenientes para el país, arreglos que en varios casos son conducentes a la colusión y la corrupción, y que por lo mismo causan un grave daño al interés público. Necesitamos entonces descubrir las redes de actores a que dan lugar los arreglos para tramar reuniones y tomar decisiones que atentan contra el interés público o que son claramente delictivas.


			Estamos, por lo tanto, frente a una oportunidad histórica. Escándalos como Lava Jato y otros sobre manejo internacional de fondos en paraísos tributarios desatan un gran debate nacional e internacional, y una gama de investigaciones donde el público comienza a descubrir esa zona gris o este lado oscuro: casos significativos de decisiones discrecionales y favoritistas, pérdidas fiscales, colusión político-empresarial, pruebas de corrupción obtenidas en varios países y una estimación de las variadas consecuencias negativas que generan. 


			Nuestro tiempo es entonces un tiempo de acelerado aprendizaje político que exige «atar cabos» y llegar a explicaciones mayores. Solo con una visión panorámica y multidisciplinaria, que sea transversal, y que atraviese distintas ciencias o disciplinas que aportan al entendimiento de este complejo fenómeno, podremos darle sentido a esta larga lista de términos y entender ese sistema operativo que está detrás y que calificamos como captura del Estado. 


			Las obras públicas las hacen los privados, mientras los contratos y todas las normas y presupuestos relacionados con obras públicas son decisiones que toman los políticos que ocupan temporalmente el gobierno, y los funcionarios del Estado que las autorizan y que deben supervisarlas. Las grandes obras públicas relacionadas con el escándalo Lava Jato —y otros parecidos como Siemens en Alemania, Parmalat en Italia, o Enron en los Estados Unidos, para citar algunos de los más importantes— revelan algo más que simples crímenes económicos. Detrás, descubrimos arreglos que operan como una trama íntima, que en varios casos importantes puede llegar a ser coludida y corrupta, entre dos élites que operan en red: las que manejan las empresas y las que dirigen los gobiernos. Necesitamos entonces un enfoque que nos ayude a explicar cómo se proyectan los grandes intereses económicos con el Estado en estas condiciones y qué tipo de relaciones entablan estos grandes intereses económicos con políticos y funcionarios. 


			Históricamente, el problema ha sido tanto probar lo que se afirma como entender lo que pasa. Hoy tenemos una ventaja para asumir estos retos; estamos en mejores condiciones para penetrar en esta penumbra. Los escándalos de corrupción política en ventas de armas u obras públicas siempre han ocurrido y las acusaciones sobran, pero a diferencia del pasado, en la actualidad podemos develar los casos y revelar la trama de intereses que está detrás. De esa manera, podemos cerrar la brecha de evidencias y las deficiencias interpretativas que afectan a los estudios de este tipo. El problema de fondo siempre ha consistido en que las dos élites coludidas no solo son poderosas, sino que se protegen mutuamente. Cuando estallan los escándalos, sucede lo contrario, se acusan mutuamente, generando una confusión y ocultando los arreglos que tuvieron. Este problema y esta confusión se superan cuando entra el cálculo costo-beneficio de admitir responsabilidades donde una élite, la económica, comienza a hablar y mostrar evidencias. A diferencia de la élite política, cuyo final definitivo tras la admisión del delito es inminente, la élite económica no lo va a perder todo, pues mantiene recursos y puede «reinstitucionalizarse» luego de admitir sus faltas y pagar las multas y reparaciones. Son las diferencias de costo las que dan lugar a este dilema del prisionero.


			Una suma de hechos como la falta de pruebas, la escasa vocación de fiscalización, los sesgos y los prejuicios impedían que las investigaciones progresaran. Recordemos que casi siempre empresarios y políticos corruptos funcionaron protegidos por un pacto de silencio y la falta de pruebas y testimonios o su eliminación. Como estos casos se repiten a lo largo de la historia, siendo motivo de escándalos mas no de investigación y sanción, tendían lógicamente a continuar. Además, en los casos en que ocurrieron intentos de justicia —los menos—, las investigaciones tendieron a culpar a solo uno de los socios, al lado del Estado, o a culparlos de manera desigual, en tanto las sanciones eran más suaves con los empresarios. Por último, existía la teoría no comprobada, pero generalmente aceptada, de que eran los políticos y funcionarios quienes exigían los sobornos, y que los empresarios, por no encontrar otra manera de operar, terminaban aceptando el trato, por lo que eran menos culpables. También se argumentaba que se podía hacer poco para corregir estos yerros. Era parte de algo siniestro y profundo con raíces en la historia, una herencia maldita, parte de una cultura que no se podía ni se puede cambiar. 


			En el siglo XXI, escándalos como Lava Jato y varios otros, factores democratizadores como la internet, estudios de casos de empresas y gobiernos sobre obras de infraestructura, y los avances en las ciencias sociales y el periodismo de investigación, nos permiten descubrir con mayor precisión la naturaleza de estos arreglos, que da origen a escándalos gracias a delaciones, denuncias y pruebas que en algunos casos son irrefutables y en otros suficientes para descubrir algunos culpables y terminar de delinear el sistema de captura corporativa del Estado que está detrás. Ello permite corregir en algo esta tradicional asimetría en la justicia y al menos intentar corregir las fallas institucionales.


			Para entender esta trama entre dos élites e identificar estas redes de empresas, personajes e instituciones de varios niveles —jefes, intermediarios y ejecutores—, necesitamos un enfoque que defina a los actores empresariales y estatales, y que explique sus relaciones en los casos en que se asocian por intereses particulares que se oponen al interés general o cuando cometen delitos. Esa teoría debe de estar acompañada por una metodología adecuada al caso, que permita saber cómo operan los actores, lo que implica reuniones y decisiones donde se ejercen los mecanismos de influencia. De un lado, tenemos las teorías de poder empresarial o business power y de captura política —en particular la captura corporativa del Estado—, y, de otro lado, la metodología de seguimiento de procesos (Process Tracing Analysis). Gracias a estas teorías y metodologías, y a la profusión de datos, estamos mejor armados para estudiar los casos de colusión y corrupción entre dos élites poderosas que conforman una trama resultado de un arreglo. 


			Así, podemos finalmente seguirles el rastro, conocer los disfraces que utilizaron para engañarnos y en algunos casos hasta podemos llegar a las guaridas que usaron para esconder sus tesoros. La metodología de seguimiento de actores en una línea de tiempo permite trazar los procesos de toma de decisiones de los actores en varios niveles y entender la trama identificando las redes. Esta metodología es similar a las usadas en estudios de crímenes, propia del periodismo y de las investigaciones policiales o en las teorías críticas del poder. Imaginemos que estamos viendo el cadáver del interés público. Observándolo, marcando el perímetro de la escena del crimen, recogemos evidencias, nos hacemos preguntas, hablamos con los testigos y luego comenzamos a rastrear a todos los que de una u otra manera podrían estar relacionados con este crimen y con arreglos de las élites del poder que intentan ocultarlo o que reclaman que no existe, hasta llegar a ver el sistema que está detrás. 


			Conocer este sistema y su modus operandi es un gran reto, mayor incluso que las investigaciones de casos de corrupción política a los que estamos acostumbrados, en los que encontramos sobre todo abuso de poder y escándalos personales, y pocas veces una trama de arreglos entre grandes empresas con políticos y funcionarios, pero, por una serie de razones, las condiciones están cambiando a favor de las revelaciones.


			En primer lugar, estamos ante grandes empresas globales que realizan actividades simultáneas en varios países, como es el caso de ciertas empresas constructoras que han recurrido a sobornos y ocultamiento del dinero mal habido. Mientras estas empresas operen en más jurisdicciones, sobre todo si en esa jurisdicción hay mayor justicia y mejores instituciones, mientras más obras hagan, más sobornos paguen, más inflen los presupuestos, mayor es el riesgo de ser detectados. 


			En segundo lugar, las investigaciones se han iniciado en varios países al mismo tiempo y avanzan porque cuentan con nuevos mecanismos jurídicos que hacen hablar a los responsables al ofrecerles una reducción de pena a cambio de información. Este mecanismo, desarrollado primero en los Estados Unidos y luego adoptado en Italia con gran efectividad para luchar contra las mafias — Operación Manos Limpias—, está internacionalizándose. Se le conoce como delación premiada en Brasil y colaboración eficaz en Perú, los dos países que nos interesa conocer, donde recientemente se ha introducido y utilizado a raíz del caso Lava Jato. Este instrumento legal se combina con otro, la prisión preventiva, que se usa —y del cual a veces se abusa— en América Latina y que es gatillado con más frecuencia en los escándalos. La prisión es un mecanismo muy efectivo para conseguir delaciones, por lo menos con los empresarios. Así comienza un juego de opciones conocido como el dilema del prisionero: hablar o no hablar, qué decir y qué ocultar.


			En tercer lugar, las autoridades de algunos de los países involucrados se han mostrado dispuestas a compartir la información y hacerla pública por medios directos o a través de filtraciones. Estas revelaciones se hacen probablemente para impulsar las investigaciones y contar con el apoyo favorable de la opinión pública para aislar a los presuntos culpables y neutralizar sus contraofensivas. Se establece de ese modo una alianza entre fiscales y jueces, periodistas y público en general, a favor de la rendición de cuentas. Su efecto es que cambia la correlación de fuerzas y la balanza se inclina más hacia el lado de la justicia y las mejoras legales institucionales, al mejor uso de los recursos, a la deliberación y participación democrática, a un cambio de las formas y sistemas de representación política, al control del dinero en elecciones y, al menos eso se espera, a una mayor supervisión de los lobbies y las puertas giratorias. 


			En cuarto lugar, gracias a la internet y su autopista cibernética, cualquier periodista, filtrador o ciudadano del planeta tiene ahora la oportunidad de compartir datos —documentos, grabaciones auditivas, videos— a alta velocidad y bajo costo. La sociedad en red, tal como la define Manuel Castells (2009), se ha convertido en una aldea global que comparte información que los socios de los arreglos cuestionables, la colusión y la corrupción no pueden controlar con la facilidad de antes. 


			En quinto lugar, las grandes revelaciones internacionales de manejo de fondos en paraísos tributarios nos demuestran que estos están directamente relacionados con la corrupción. Los pagos de sobornos se hacen allí y su vocación al secreto los hace más fáciles de realizar. Visto el conjunto empezamos a atar cabos y comenzamos a entender la enorme complejidad del sistema de manejo de fondos en que ahora operan empresarios y gobernantes coludidos, lo que incluye el ocultamiento de dinero mal habido en lugares que solo se pueden investigar si ocurren reacciones globales que proponen mayor transparencia y fiscalización, como las que hoy impulsa la Organización para la Cooperación y el Desarrollo (OCDE). Los paraísos tributarios son soberanos y el manejo de fondos es legal, pero el secreto bancario, las empresas falsas o de fachada y la falta de fiscalización brindan un poderoso instrumento a corruptos y evasores tributarios de todo tipo.


			Este último punto es importante y merece desarrollarse en detalle, en tanto converge con los puntos antes mencionados. Nos referimos a la complementaridad de megaescándalos de efecto global como Lava Jato, con revelaciones que empiezan en 2014 con Lux Leaks, luego con Swiss Leaks, Panama Papers y Paradise Papers, pues ciertamente hay que ocultar el dinero que no tributa, tributa poco a través de recursos cuestionables o es mal habido. Anotemos además que lo que tienen en común todos los casos es que se ha roto el control nacional del escándalo, donde las dos élites coludidas tienen mayor influencia, al articularse lo local con lo nacional y lo global, y facilitar la rendición de cuentas.


			El escándalo de corrupción Lava Jato, el mayor de la historia del Brasil, es clave en este contexto. Involucra a las más grandes empresas constructoras internacionalizadas de ese país, destacando, por razones que explicaremos en detalle más adelante, la constructora Odebrecht, que aquí estudiamos. Se trata de una investigación paciente y persistente realizada en varios países al mismo tiempo y que cada vez llega a lugares más profundos del sistema de colusión empresas-gobierno.


			Lava Jato es la última de una serie de investigaciones de corrupción iniciadas en 2002 en el Brasil, conocida como el mensalão, el pago de una mensualidad a parlamentarios para que aprobaran las normas que el Ejecutivo necesitaba. Sigue luego con el petrolão, que muestra la colusión entre empresas privadas y Petrobras, la gigantesca empresa petrolera estatal brasileña. El caso «Castillo de arena» involucra a la constructora Camargo Correa desde 2009 hasta 2011, y deja de tener efecto cuando un juez en Brasil archiva el caso y detiene las investigaciones. Los escándalos dieron otro gran salto en 2014, con la investigación Lava Jato, y posteriormente, a fines de 2016, cuando Marcelo Odebrecht, el primer CEO en enfrentar el dilema del prisionero, se acoge a la delación premiada. El 2014 se abre otra caja de sorpresas con Lux Leaks y las preocupaciones sobre la elusión y evasión de impuestos en paraísos tributarios que luego se relacionara con el uso de empresas offshore para pagos ilícitos. El proceso en Brasil continúa durante varios años, e involucra a partir de la delación de Odebrecht a numerosas empresas internacionalizadas relacionadas con funcionarios y políticos corruptos, y al movimiento de fondos internacionales en cuatro continentes: Sur y Norteamérica (Estados Unidos), Europa (Suiza y Andorra) y África. 


			Lava Jato generó oleadas de datos y denuncias por varios años. El efecto fue brutal, sobre todo en los países donde el escándalo llegó a nivel presidencial y remeció al sistema político y al mundo empresarial y su entorno de intermediarios profesionales, como contadores y abogados. Al momento de escribir este libro, las consecuencias de la investigación se siguen sumando y se espera que su impacto siga creciendo al recogerse nuevas evidencias, como los correos electrónicos de Marcelo Odebrecht, o se oculten otras, como en el caso de la negativa de los fiscales peruanos a que varios implicados se acojan a la colaboración eficaz. 


			Brasil es el país más afectado, ya que fue el centro del escándalo y el caso derivó en el impeachment de la presidenta Dilma Rousseff en 2016. Esta vacancia fue promovida por varios líderes del congreso involucrados en casos de corrupción. Luego el escándalo siguió, cuando encarcelaron al ex presidente Ignacio Lula Da Silva, vinculado a las constructoras, que intentó sin éxito presentarse como candidato presidencial a las elecciones de 2018. 


			El Perú ha sido el siguiente país más afectado, donde Odebrecht hizo sus proyectos más grandes durante varios gobiernos y debido a que se acusó de sobornos al expresidente Alejandro Toledo, a varios funcionarios del gobierno de Alan García y al expresidente Ollanta Humala; y porque el escándalo llevó a un proceso de vacancia presidencial contra Pedro Pablo Kuczynski, elegido en 2016. Kuczynski fue acusado por su actuación mientras fue ministro en el gobierno de Toledo y por intentar ocultar los vínculos de sus empresas con el grupo Odebrecht mientras era presidente. El primer pedido de vacancia, que no procedió, ocurrió en diciembre de 2017, pero en abril de 2018 Kuczynski, mientras se alistaba el segundo pedido, renunció y fue reemplazado por su vicepresidente, Martín Vizcarra. Las investigaciones continúan, pero se han complicado al descubrirse mafias judiciales y arreglos colusivos y corruptos en la Fiscalía y el Juzgado del Callao, que cuentan con apoyo político de algunos de los partidos investigados por el caso Lava Jato, que han dado lugar a otro escándalo. El Peru ha pasado del caso Lava Jato al caso Lava Juez.


			A lo largo de su curso destructivo, Lava Jato en general, y el caso Odebrecht en particular, echaron más luces que otros casos de otras empresas, como «Castillo de arena», sobre los arreglos y la red de relaciones entre constructores y gobernantes, la financiación de partidos, apoyos o favores de diversos tipos —empleos a hijos de políticos, pago de conferencias a expresidentes, donaciones filantrópicas e incluso fiestas de camaradería entre funcionarios del Estado y empresas constructoras—, y, los más serios, el pago de sobornos millonarios por parte de grandes empresas y el ocultamiento de dinero y transacciones ilícitas o dudosas en todos los lugares donde había operado. Había entonces muchos rastros que seguir en varios países, sobre todo de obras públicas, actividad donde ocurrieron con más fuerza los arreglos dudosos y la colusión y corrupción empresarial-gubernamental. A partir de allí, se comienza a ver mejor el sistema de captura del Estado.


			Las investigaciones de empresas como Odebrecht, una de las más importantes participantes del caso Lava Jato, pronto salieron de las fronteras del Brasil. En Curitiba, centro de las investigaciones judiciales, comenzaron a aparecer testimonios y pruebas sobre operaciones en más de veinte países, luego de ser interrogados cerca de setenta empresarios, desde los dos jefes del grupo, pasando por los gerentes, hasta las secretarias, lo que permitió el cruce de información. Las operaciones de empresas como Odebrecht eran globales, y el grupo manejaba más de 450 empresas repartidas en cuatro continentes, a través de las cuales construyeron obras y dieron servicios de ingeniería en Brasil y gran parte de América Latina, los Estados Unidos, Europa y el África. Contaban con decenas de empresas offshore, incluso un banco en una de estas jurisdicciones de baja fiscalización, que iban de Panamá a Dubái, pasando por otros miniestados y operando incluso en Hong Kong. Las investigaciones judiciales que empezaron en América Latina pronto se internacionalizaron, destacando las de Estados Unidos, Suiza y Andorra, este último un paraíso tributario europeo ubicado en una zona alejada entre España y Francia. 


			El tsunami Lava Jato, que venía de las profundidades del sistema político latinoamericano y los agujeros negros del sistema económico mundial, generó oleadas de información, proporcionó indicios y evidencias, afectó la reputación e hizo caer a gerentes y dueños de empresas, jefes de gobierno, ministros y funcionarios. En diciembre de 2016, el Departamento de Justicia de Estados Unidos publicó el acuerdo de culpa (Plea Agreement) basado en la colaboración eficaz de los corporativos de Odebrecht, y como parte de un pacto de cooperación firmado simultáneamente por las fiscalías de Estados Unidos, Brasil y Suiza. Entre 2013 y 2014, Odebrecht reconoció haber pagado 788 millones de dólares en sobornos a presidentes y funcionarios en once países latinoamericanos y, en África, en Angola y Mozambique. Esta suma no incluía más de cien millones de dólares de dinero negro utilizado para financiar campañas políticas. Tampoco, según hemos podido conocer en el caso peruano, cubría todos los casos de posible corrupción. Para seguir operando, Odebrecht acordó pagar multas en tres países por 2600 millones de dólares, aunque en realidad la reparación civil por los daños causados debió haber sido mucho mayor.


			Al principio, las revelaciones vinieron sobre todo de declaraciones de empresarios que buscaban reducir sus penas. En cuanto a los políticos, respondieron unánimemente con una rotunda negativa. Afirmaron no tener absolutamente nada que ver con sobornos, favores, arreglos o financiación de campañas que hubieran permitido sobrepreciar las obras y neutralizar los mecanismos de control. Como parte de su defensa, acusaron a sus rivales de utilizar el caso Lava Jato para sacarlos de la carrera política y hasta opinaron que la justicia no podía dar crédito a una empresa delictiva como Odebrecht. A las negativas les siguieron los intentos por contener las investigaciones con los recursos de poder que les quedaban a nivel nacional. Luego encarcelaron a funcionarios de nivel medio, más proclives al arreglo pero temorosos. Hablar o no hablar, decir algo y sugerir algo sobre otros, dependiendo de qué dicen los otros y qué tanto pueden influir en las autoridades de su país, pero no pudiendo evitar que salieran voces y pruebas de otras fuentes que no podían controlar. Un dilema del prisionero perfecto. Y peligroso. Si hablaban más de la cuenta, incluso su vida podía peligrar1. 


			En paralelo al caso Lava Jato, también hemos sido testigos en este turbulento e increíblemente deliberativo siglo XXI —al punto de que hablamos del ciudadano periodista, de hackers y de líderes de opinión autogenerados— de otras grandes revelaciones. Aparece en escena un personaje moderno, el hacker anónimo, que roba masas de datos y los hace públicos en internet en varios puntos del planeta al mismo tiempo. Son revelaciones únicas, que dan cuenta de transacciones en paraísos tributarios sobre la base de documentos que pusieron al desnudo las prácticas de secretos monetarios y evasión de impuestos de ricos y empresarios, personajes reputados y misteriosos criminales, en todos los continentes. Si Lava Jato sacudió especialmente a América Latina, casos como los Panama Papers o los Paradise Papers sacudieron al planeta, incluyendo el usualmente tranquilo mundo desarrollado. Estos dos tsunamis evidenciaron el rol de estudios de abogados especializados en generar empresas de fachada y expertos en cuentas bancarias cifradas, a los que se recurría para ocultar o encubrir dinero de personas y empresas de renombre e importancia. Los implicados dijeron invariablemente que lo hecho era legal, que no había delito en mover dinero a cuentas en otros países y que cada país tenía soberanía sobre su jurisdicción, pero al aparecer ciertos nombres no tardaron en detectarse casos de evasión de impuestos, lavado de dinero y pago de sobornos. En esas guaridas fiscales, que es como debemos llamarlas, se encontraron las pruebas definitivas de la corrupción de modernos bucaneros y filibusteros cibernéticos. Odebrecht, en particular, era adicta a mover fondos y pagar sobornos en paraísos tributarios para ocultar el rastro, usando un sistema encriptado que, teóricamente, era imposible de ser descifrado. Contaba con el apoyo de expertos bancarios itinerantes para asesorar a los funcionarios que recibían sobornos y explicarles dónde se depositaba el dinero mal habido. Al quedar descubierto, el imperio cayó como un castillo de naipes.


			La firma panameña Mossack Fonseca fue la primera víctima de esta era de grandes revelaciones. Al ser la principal operadora de servicios de asesoría empresarial y financiera de lo que en realidad es un viejo paraíso tributario latinoamericano, contaba con más de quinientos empleados repartidos en oficinas en cuarenta países del mundo, en su mayoría paraísos tributarios. John Doe, un hacker anónimo, entregó a una cadena internacional de periodistas archivos gigantescos estimados en 2,6 terabytes de información. Esta impresionante masa de datos, la mayor jamás robada en el mundo, fue divulgada el 3 de abril de 2016 por 109 medios de comunicación (periódicos, canales de televisión y plataformas digitales) en 76 países, indicando la conformación de una red global justiciera. Quedaron expuestos correos electrónicos, certificados, información bancaria de estados de cuentas, copias de pasaportes y documentos de identidad de los implicados, amén de documentos y actas de alrededor de 214 000 sociedades, en muchos casos empresas de fachada que servían para ocultar dinero que luego era transferido a cuentas cifradas y de allí a otras cuentas en otros paraísos tributarios. Esa enorme masa documentaria digital contenía el registro de cuarenta años de negocios de Mossack Fonseca y representaba un total de 11,5 millones de archivos. La mayor parte de la información consistía de transacciones y operaciones ocurridas entre 2005 y 2015. El impacto fue enorme y llegó a los más altos niveles, pero provocó desiguales respuestas de la justicia y, ciertamente, se recurrió al argumento de que todo era legal, aunque no fuera ético. 


			Este escándalo reveló otro problema: el creciente distanciamiento entre la ley y la ética, y la falta de sentido del pacto social que caracteriza al mundo de los negocios modernos que empieza por el pago de los impuestos. Uno de los principales implicados fue el presidente ruso Vladimir Putin, y once jefes de Estado más, incluyendo varios en América Latina, como el presidente Mauricio Macri (proveniente del mundo empresarial), de Argentina. Muchos lograron apagar el incendio, otros se quemaron. En el caso del Perú, IDL Reporteros, Convoca y Ojo Público, asociaciones dirigidas por periodistas independientes, ataron cabos e hicieron grandes revelaciones, pues se encontraron fondos y cuentas de personajes dudosos que eran o habían sido funcionarios públicos. Similares reacciones ocurrieron por el mundo, en todos los continentes.


			Poco después, a fines de 2017, le tocó el turno a la firma de abogados Appleby. Esta gran corporación operaba cuentas en paraísos tributarios como Bermudas y Singapur, y estaba más ligada al mundo anglosajón de negocios offshore. Los hackers hicieron públicos trece millones de documentos que involucraban a 120 000 personas y empresas, dando información que involucraba a la reina Isabel II, pasando por la cantante Madonna y Disney Corporation, y llegaba a políticos de alto nivel, incluyendo un ministro del gobierno de Trump en los Estados Unidos. Todo era legal, se repitió. Sin embargo, esto generó la lógica pregunta de que, si todo era legal, por qué existía tanto afán en ocultar el dinero. Todavía queda por evaluar a qué investigaciones concretas dieron lugar estas revelaciones, pero lo cierto es que los privilegios de las élites quedaron al desnudo y en algunos casos, como Odebrecht, surgieron pistas de cómo construyeron un sistema para mover fondos sin ser detectados. 


			Odebrecht, nuestro objeto de estudio, es una de las principales protagonistas del caso Lava Jato en Brasil y Perú, famosa en el mundo y usuaria asidua de los paraísos tributarios. En el Perú, como hemos visto, Odebrecht se instaló cómodamente, al punto de sentirse en casa. La destacada empresa constructora había realizado más de sesenta obras entre proyectos privados y estatales en nuestro territorio, convirtiéndose en uno de los grupos de poder económico más importantes del país. El Perú destacó por ser el primer lugar donde inició obras fuera de las fronteras del Brasil, y porque ahí tuvo una presencia permanente y creciente desde 1990, relacionándose con todos los gobiernos de forma íntima, colusiva y muchas veces corrupta, tejiendo redes que empezaban con la presidencia2. 


			Este es el tema de arreglos, colusión y corrupción propio de una situación de captura del Estado que debemos estudiar. La red de relaciones que Odebrecht formó en el Perú, y que rehacía con cada nuevo gobierno, conforma todo un sistema y constituye el verdadero fondo del asunto al que queremos llegar. 


			Dado que este es nuestro objetivo mayor, este trabajo no va a abundar tanto sobre juicios y escándalos, ni esperará a que fiscales y jueces tomen decisiones de culpabilidad o inocencia, y si aceptan o no la colaboración eficaz, sino que va a intentar analizar y entender, a partir del caso Odebrecht en el Perú y de algunas de las prácticas colusivas y corruptas de negocios de las grandes corporaciones de acuerdo al criterio de las autoridades, la manera como —recurriendo a toda clase de instrumentos, legales e ilegales, operando en esta duplicidad jurídica de apariencia legal y encubrimiento de delitos, y gracias a los paraísos fiscales— los intereses de estas empresas se proyectan sobre el Estado al punto de capturarlo.


			


			

				

					1	Piauí 121, octubre de 2016. Malu Gaspar, «A Organização. Como Marcelo Odebrecht chegou ao comando da maior empreiteira do país – e acabou na prisão». En: https://piaui.folha.uol.com.br/materia/a-organizacao/ (acceso octubre 2018).


				


				

					2	Piauí 130, julio de 2017. Malu Gaspar, «Una trama que vale un Perú: ascenso y caída de Odebrecht en Latinoamérica». En: https://piaui.folha.uol.com.br/materia/una-trama-que-vale-un-peru/ (acceso octubre de 2018).


				


			


		




		

			Capítulo 2. 
Teorías sobre poder corporativo, corrupción y captura del Estado


			Una empresa grande y conglomerada, influyente y conectada políticamente, como el grupo Odebrecht y otras constructoras brasileñas y peruanas, puede ser analizada desde distintas disciplinas: la administración de empresas, la sociología económica, la economía política, la politología y el derecho, entre otras, debido a que todas ellas contribuyen a verla holísticamente, tomando en cuenta todos los ángulos y todas sus manifestaciones de poder e influencia. 


			Dado que estamos analizando de forma realista grandes actores y élites del poder, requerimos no solo de un enfoque amplio y transversal, interdisciplinario, sino también una perspectiva crítica que entienda el accionar de estos actores poderosos como una problemática de arreglos, colusión y corrupción que permita verlos «tal cual son», de manera realista, y no «como deberían ser», que es el enfoque que predomina en las ciencias de la gerencia o las perspectivas liberales que idealizan a la gran empresa privada. 


			Diversos autores que han investigado el poder empresarial, business power, insisten en entenderlo no solo como agente económico, sino como entidades que, a partir de una enorme concentración de recursos materiales, tienen un gran poder económico o de mercado, así como otros poderes e influencias. El poder empresarial-corporativo del siglo XXI, que ha crecido a un ritmo espectacular con la globalización y las políticas neoliberales promercado, es marcadamente multidimensional. Además del poder económico, que es el poder base, la corporación tiene también poder instrumental o político y poder discursivo. El poder político pone el acento en la financiación electoral y el lobby, y el poder discursivo implica la capacidad de elaborar y difundir una imagen de sí mismos, una filosofía del éxito que tiene pretensiones de universalidad (Fuchs, 2007; Fairfield, 2015). La corporación global es una maquinaria crecientemente fuerte y pudiente, organizada profesionalmente con los conocimientos más avanzados para manejar todo su entorno, de allí que algunos autores también consideren su poder comunicativo o mediático, que podría considerarse como una extensión de su poder instrumental (Fairfield, 2015, pp. 40-42).


			Este poder multidimensional ha sido desarrollado y perfeccionado por las corporaciones multinacionales más avanzadas del mundo y diseminada por las maestrías de negocios, donde se generan modelos gerenciales que luego son imitados por las corporaciones emergentes que se forman en diversos continentes y que aspiran a ser globales. En América Latina reciben el nombre de multilatinas, multinacionales del sur o multinacionales del Tercer Mundo (Khan, 1986; Dunning, 1998). Dentro de esta categoría, Odebrecht, como veremos más adelante, estaba considerada una de las multilatinas de mayor éxito y, antes del escándalo, como un modelo a seguir.


			El enfoque de poder multidimensional someramente expuesto arriba supone que la corporación es capaz de articular alianzas y relaciones complejas en todos los campos que constituyen su entorno y en todos los planos donde opera —local, nacional, global—, otra dimensión de su peso e influencia por los múltiples impactos territoriales donde despliega sus diversos poderes. 


			De allí que la discusión sobre la relación corporación-Estado-sociedad sea multidisciplinaria, amplia y realista, rompiendo con la idea de que la empresa privada opera principalmente en el mercado (Osorio, 2017), y admitiendo que no solo opera para generar gobernabilidad y aportar a la sociedad —o disminuir su aporte, tendencia actual facilitada por la globalización y los paraísos tributarios— sino para lucrar, recurriendo a veces a todo tipo de mecanismos, incluso generando patrones colusivos y prácticas corruptas que impactan de manera negativa la gobernabilidad y la sociedad. Hoy en día proliferan en el mundo las corrientes críticas, incluyendo a veces a los liberales, que consideran que el expandido poder corporativo y el rol de las élites del poder cerradas son un problema y debe ser enfrentado.


			Un enfoque como el que proponemos pasa entonces por comprender: 1) la naturaleza económica y organizativa de una empresa con múltiples y crecientes poderes, que se expresan en su modelo de negocios; 2) sus conexiones políticas y sociales organizadas en torno a un modelo de influencias (donde ambos modelos son desarrollados desde su país de origen, home country, y luego exportados y adaptados localmente al host country); y 3) la posibilidad de capturar el Estado usando los dos modelos, lo que genera múltiples consecuencias económicas, institucionales, políticas, sociales y reputacionales.


			Entender casos de empresas globales como Odebrecht, y las capacidades tecnológicas y económicas que le permitieron transformarse en una empresa internacional altamente competitiva, requiere entonces considerar los diversos mecanismos económicos y no económicos organizados en torno a dos modelos que desarrolló en el Brasil, y que luego proyectó globalmente para armar una trama de relaciones con otros Estados y sociedades, que puede derivar en arreglos dudosos, colusión y corrupción. Por lo mismo, no podemos asumir que las corporaciones operan fundamental o normalmente dentro de la ley y la moral —la liberal en todo caso, que enfatiza la libertad económica y el derecho de propiedad—, y que solo muy de vez en cuando algunas de ellas recurren de manera excepcional a mecanismos de corrupción que luego el sistema corrige mediante sanciones. 


			La combinación de mecanismos legales, dudosos e ilegales parece ser más normal de lo que comúnmente admiten los académicos y expertos gerenciales. En todo caso, es un punto por aclarar y que hoy el derecho crítico intenta explicar, empezando por la vieja inquietud de cómo se adquieren y traspasan las propiedades (Mattei & Nader, 2013; Merino, 2018).


			Las interacciones de una gran corporación moderna son múltiples, y todas confluyen hacia el objetivo de maximizar ganancias —reportadas trimestralmente si operan en bolsa, lo que obliga a mantenerlas o acrecentarlas—, y crecer en competencia tratando de sacar ventajas que llevan a desarrollar y compatibilizar un modelo de negocios legitimado y un modelo de influencias con zonas grises, y proyectarse al Estado para que la apoye, proteja e incluso, en un contexto de captura del Estado, opere con arreglos, que esté coludida o corruptamente ligada con ella. Los modelos de negocios e influencias le sirven para expandirse y aumentar en escala y ámbito sus operaciones para, primero, convertirse en conglomerado y, luego, internacionalizarse. Su peso y su impacto es enorme, y permite ver interacciones complejas para operar en el sistema económico (relación empresa-empresa), político (relación empresa-Estado y empresa-partidos políticos), internacional (relación Estado-Estado) y social (empresa-grupos sociales). 


			Varios autores entienden la corporación moderna como una organización de manejo organizado de todo su entorno (Marzal, 1983; Stopford & Strange, 1991; Frossard, 2015, p. 28), lo cual implica, añadimos de nuestra parte, desarrollar formal e informalmente un modelo de influencias. Se trata de una forma de capitalismo materialmente más poderoso, mejor organizado, más inteligente, siempre alerta, mejor asesorado; en fin, muchísimo más sofisticado, y por lo tanto superior a los anteriores, aunque no necesariamente mejor en términos de su compatibilidad con el todo social. 


			Entonces, una gran corporación internacional profesionaliza y racionaliza este manejo de relaciones con todo su entorno sin dejar cabos sueltos, pues así como gana mucho, puede perder mucho. Esta dinámica de cambio se acentúa o acelera sobre todo cuando crece su poder económico, se diversifica y penetra en más mercados, de tal manera que, en circunstancias normales, no es sorprendida por imprevistos ni se detiene por obstáculos que de pronto se le aparecen en el camino. Como suelen decir los gerentes, los buenos empresarios planifican hasta los imprevistos, y los imprevistos, o las fuentes de incertidumbre, pueden ser de todo tipo: tecnológicos, de mercado, políticos, sociales, ambientales. De allí que sus líderes y órganos de gestión están siempre atentos al riesgo y desarrollen mecanismos para conocerlos, lo cual implica contar con expertos en múltiples campos. Estos pueden pertenecer a la empresa o ser los intermediarios de las corporaciones que, como peces piloto, se alimentan estando siempre cerca de la boca de estos modernos y gigantes tiburones.


			Sin embargo, no todas las corporaciones adoptan los mismos esquemas. A diferencia de la corporación moderna de países «avanzados», que transita de formas de propiedad y gestión personales a las impersonales (Scott, 1997, p. 15), los grupos de poder económico de América Latina, que la imitan en muchos sentidos, se quedan a mitad de camino al tratar de asemejarse en su organización. Los grupos tienen tradiciones familiares endémicas y retienen como pueden fuertes elementos personalistas y patrimonialistas al mantener las familias la propiedad —aun si operan en bolsa suele persistir el control familiar mayoritario— y la gestión. Tales son, por ejemplo, los casos de Odebrecht de Brasil o de su socio principal en el Perú, Graña y Montero, aun cuando reclutan en puestos de segundo nivel a más gerentes no propietarios. En materia de gestión, los grupos latinoamericanos y las multilatinas —que se proyectan u operan con más fuerza fuera de su país de origen, como Odebrecht o su socio peruano Graña y Montero— están cada vez más tentados de abrirse a inversionistas extranjeros y dejar de tener control total o fuertemente mayoritario de sus acciones para hacer alianzas estratégicas, entrar a nuevos mercados y captar más recursos financieros (Okichi & Shigeaki, 1984; Sanfuentes, 1984; Schneider, 2004, pp. 47-48; Durand, 2017, pp. 53-55). En el manejo del entorno recurren con frecuencia a prácticas clientelistas, generando espacios en los que socializan cara a cara con diversos actores, especialmente los políticos. Las tendencias de cambio son, entonces, asimiladas solo de manera parcial. Hoy, aunque el familismo está bajo presión, se resiste a los cambios, y el clientelismo y las redes sociales y profesionales cara a cara se mantienen firmes, pues siempre se requiere de alguien que conozca íntimamente las claves culturales de la influencia. 


			Este enfoque holístico comparativo permite explicar mejor la evolución económica de Odebrecht y de los grupos peruanos con los que se asociaron, también fuertemente familistas, hasta convertirse en conglomerados integrados vertical y horizontalmente, organizaciones complejas conformadas por varias empresas. Este proceso de concentración del poder corporativo empieza en su país e inicia luego su proceso de internacionalización en países vecinos y de cultura similar. Del mismo modo, las empresas asociadas se adaptan o realizan cambios en el modelo de negocios y de influencias, tomando en cuenta las variaciones locales y las peculiaridades legales y administrativas de esos entornos.


			Cabe hacer algunas precisiones sobre los dos modelos. El modelo de influencias es distinto al de negocios porque se usan instrumentos diferentes, pero es y debe ser complementario, dando lugar eventualmente a especializaciones empresariales, sean internas o externas, recurriendo a intermediarios. Estas son articuladas por el jefe del grupo y la alta gerencia —la élite del conglomerado—, que maneja conjuntamente tanto el modelo de influencias como el de negocios. El avance en esta dirección es importante debido a que llena un vacío. Numerosos estudios se han concentrado en el grupo Odebrecht, que va diversificándose al crecer, y en su capacidad de expansión nacional y posterior internacionalización, sin considerar, hasta que estalla el caso Lava Jato, la parte dudosa e ilegal del modelo de influencias. Esto exige repensar el caso y distinguir entre los dos modelos, y al interior de ellos identificar la modalidades legales y no legales que utilizan, y las consecuencias que estas múltiples prácticas puedan traer.


			La internacionalización de Odebrecht y otros grupos brasileños —principalmente los de ingeniería pesada, los constructores de grandes obras— y su modelo de negocios se conoce gracias a varias importantes investigaciones realizadas en Brasil (Brito & Oliva, 2009; Zebinden, Oliva & Gaspar, 2007; Scherer, Gomes & Carpes, 2012; Wosiak & Nique, 2007). Este modelo está bastante bien estudiado, pero el modelo de influencias —en particular los diversos mecanismos que Odebrecht usó para influenciar a los Estados— a veces se confunde con el modelo de negocios o, aun distinguiéndolo, no se le conoce y no se establece adecuadamente su complementaridad. En muchas corporaciones, este modelo tiene componentes informales, pero en algunas, caso de Odebrecht, se organizó como parte de la corporación, aunque manteniendo oculto el hecho de que recurría a mecanismos no solo informales sino abiertamente ilegales.


			Es necesario incorporar esta precisión analítica plenamente, una vez que estalla el escándalo, para tener un conocimiento del modus operandi total de la corporación, de la manera como combina todos sus poderes para un mismo fin. Este es, precisamente, el aporte que intentamos hacer en esta obra a partir de una visión amplia y crítica, y con indicios y pruebas empíricas que muestran el accionar concreto de la empresa, combinando lo legal con lo dudoso y lo ilegal.


			1. Lo lícito y lo ilícito en el capitalismo


			Dado que estamos discutiendo actores que pueden transitar en un continuo que va de lo legal a lo no legal, conviene considerar someramente este problema. Se puede afirmar que las grandes empresas privadas, unas más que otras, debido a la tendencia de aumentar incesantemente la tasa de ganancia, tienden a moverse en un claroscuro, ubicándose en una zona gris, recurriendo a lo lícito, pero también a lo cuestionable —que bordea o cruza subrepticiamente la frontera de lo lícito— y a lo abiertamente ilícito. La variación en la dosis de legalidad o ilegalidad depende de la orientación de sus líderes, de los sectores y mercados donde opera y quizás hasta de la cantidad de activos que tiene la empresa. El factor que empuja a las empresas en esta dirección es la tentación de recibir grandes ganancias que veces pueden lograrse a través de conexiones políticas y sobornos. 


			En realidad, las rentas que devienen de las conexiones políticas han sido tema de preocupación de los estudios pioneros de captura regulatoria. Además, las acciones ilegales de este tipo las estudian los expertos en crímenes llamados de cuello y corbata. Son, por tanto, campos de conocimiento desarrollados, pero no deben verse aisladamente sino en conjunto. Teóricamente, la corporación funciona sobre la base de la ley y, por lo mismo, es y afirma ser legítima. Este hecho es clave para su futuro. Desarrolla una mayor capacidad para perdurar al eliminar el uso de la arbitrariedad y la violencia, que históricamente eran muy fuertes, y llega a ser reconocida hasta como «persona jurídica», con plenos derechos, como si fuera una persona. No obstante, los modos a veces arbitrarios de obtener y registrar propiedades y riquezas permiten violar el estado de derecho, incurrir en la evasión y el incumplimiento fiscal, o no declarar u ocultar propiedades y manejos financieros. Este es, a pesar de los avances en materia jurídica e institucional, un dilema permanente en el capitalismo o, si se quiere, un tema no resuelto, y que además se agrava con la globalización. 


			Hay varias maneras de responder a este dilema. Una es legalizar actividades que pueden ser cuestionables desde un punto de vista ético, como la financiación de elecciones sin documentos, la planificación tributaria agresiva, el ocultamiento de empresas y cuentas bancarias en paraísos tributarios con el propósito de eludir o evadir impuestos, el uso colusivo de la puerta giratoria, el lobby oculto y ciertos tipos de apoyos, pagos o favores a políticos y funcionarios. Aquí estaríamos entrando en el terreno de la «corrupción legal» que es materia de preocupación de expertos en captura del Estado (Kauffman & Vicente, 2011). Otra respuesta es actuar de manera conscientemente ilegal, así sea ocasionalmente, mediante sobornos, financiación de campañas (a sabiendas de que quien recibe las donaciones puede quedarse con una parte) o pagos bajo la mesa, como los mecanismos más comunes. 


			Las corporaciones que se inclinan hacia este comportamiento, las que ceden a la tentación de trasgredir, pueden operar así debido al afán de obtener mayores ganancias en el menor plazo posible, que se incrementa cuando existe un manejo total del entorno corporativo de empresas políticamente conectadas que pueden, dentro de ciertos límites, adormecer a la sociedad civil y a los medios de comunicación o influir sobre ellos, neutralizando los mecanismos de rendición de cuentas horizontales, al interior del Estado, y verticales, desde la sociedad civil. 


			Si esta correlación predomina, estamos frente a un panorama de poder marcadamente asimétrico, cuyo diferencial crece a medida que se concentra el poder económico y la corporación aprende a manejar su entorno. A esto se suma la falta de contrapesos que resulta de la debilidad relativa de los sindicatos y la sociedad civil, y por la fragilidad, porosidad, falta de capacidad o permisividad del Estado. Esta cuestión nos llevará más adelante a discutir la captura del Estado. Su poder se agranda gracias a estas fallas o debilidades institucionales, que predominan en países del Sur global. Las multilatinas han nacido en este ambiente, y las multinacionales de otros lugares deben aprender a operar en él, recurriendo para ello a los intermediarios o los socios locales.


			El tema de la ilicitud de los negocios y su tendencia a la licitud real o disfrazada ha sido largamente debatido. No podemos ocuparnos en extenso del mismo, pero sí hacer algunas observaciones para entender el caso que nos ocupa. Brevemente, conviene remarcar que autores como Max Weber distinguen entre el capitalismo aventurero antiguo, que opera sin reglas y es violento, y el capitalismo innovador moderno y racional, que opera con reglas y es pacífico. Estos son tipos ideales que se ubican en extremos, por lo que no se considera la zona gris del medio. Weber incluso llega a considerar que los capitalistas pueden tener inspiración religiosa puritana, pues se perciben como personajes capaces de crear y vender productos para servir a Dios (Weber, 1994). 


			Algunas muy breves referencias históricas vienen al caso. Un estudio sobre los orígenes del capitalismo, donde destaca la historia de Venecia, indica que las flotas de la Serenísima acumulaban riquezas actuando como piratas, asaltando y esclavizando, y al mismo tiempo obedeciendo las normas creadas en esta ciudad-Estado, por ejemplo, no esclavizando a cristianos en algunos casos, aunque sí a los no cristianos. Para ver las estructuras de poder de manera realista, cabe anotar que las normas las hacían e interpretaban los grandes comerciantes sobre la base de un gobierno elitista burgués legítimo o legitimado por ellos y manejado «democráticamente» (Lane, 1973). Génova funcionaba de la misma manera, y competía con Venecia mediante guerras o tratados a través de los cuales se disputaban mercados, botines y colonias. Ambas ciudades-Estado se fueron moviendo hacia el lado legal a medida que se racionalizaba e institucionalizaba el capitalismo, que ha reducido, pero no eliminado el problema legal o ético.


			En América Latina, continente «conquistado» por potencias europeas en un momento en el que el capitalismo comercial logró mover el nodo del comercio del Mediterráneo al Atlántico —primero hacia el África y Asia, luego abriendo la ruta del Pacífico a partir de 1492—, la cuestión de quién se apropia de qué y cómo lo legaliza y legitimiza ha sido tema de intenso e incesante debate. Para algunos autores, la cuestión central es cómo legitimar «el saqueo» (Mattei & Nader, 2013). A fin de cuentas, Cristóbal Colón llegó en sus tres carabelas con un contrato de reparto de títulos, oro, perlas y tierras firmado por los reyes de España, sin ninguna consideración por los nativos o por sus reyes, quienes eran, a fines del siglo XV, los únicos con alguna posibilidad de ser sujetos de derecho. El caso del Perú, a diferencia del Brasil, donde no existían grandes reinos indígenas y había menos metales preciosos, es más extremo. Empezó con violencia. Las huestes de Pizarro, siguiendo un método de lucha contra los sarracenos adaptado al nuevo continente, recurrieron a sus armas de fuego y astucia para apropiarse de las riquezas, mano de obra y tierras del Imperio incaico. Exigieron al inca Atahualpa un rescate en oro estimado en once toneladas a cambio de respetar su vida, aunque de cualquier modo lo ejecutaron en 1532 en la ciudad de Cajamarca. 


			El despojo de los indígenas, esa herencia colonial negativa, en cierta forma se mantiene hasta hoy, aunque de modo más pacífico y legal, pues predominan entre las élites los descendientes de europeos; es una lógica que puede todavía verse, aunque actúa como un guante de hierro envuelto en fina seda. De allí que para algunos teóricos persisten la mentalidad y prácticas eurocentristas —que luego reproduce Estados Unidos— y que Quijano (2000) denomina neocolonialidad. De acuerdo a Merino, un autor que analiza la minería moderna de oro en la Cajamarca del siglo XXI, existe «un vínculo inextricable entre la economía política capitalista y las bases violentas de las políticas legales del capitalismo liberal» (Merino, 2012, p. 3). 


			Otros autores contemporáneos, al reflexionar sobre el capitalismo europeo expansivo y el «descubrimiento» de América, argumentan, apoyándose en Quijano, que se trata de un «encuentro» que empezó como un juego de poder de suma cero y que dejó una marca asimétrica, que en lo esencial se mantiene:


			Desde la conquista europea, América Latina y el Caribe formaron parte fundamental del desarrollo del capitalismo europeo. En muchos aspectos la región sirvió como «laboratorio de la modernidad» de neto corte eurocéntrico. Como consecuencia de ello, la colonialidad —entendida no como un periodo histórico sino como dimensión estructural de poder de las sociedades latinoamericanas— está marcando los procesos sociales de manera profunda y sigue manteniendo las desigualdades que persisten en el continente latinoamericano y otros espacios colonizados, así como los privilegios de las sociedades colonizadoras (Roth & Manke, 2018, p. 39).


			La diferencia con Venecia o Génova —donde se cree que nació Colón—, es que este tipo de capitalismo beneficiaba, aunque desigualmente, a los habitantes de esas repúblicas marítimas. Sin embargo, en lo que hoy denominamos América Latina, solo beneficiaba a una minoría europea —y a sus descendientes, los iberoamericanos de clase alta— que vino allende los mares, generando asimetrías más profundas y operando con mayores desequilibrios que nos han dejado huellas. Saltando al presente, podemos argumentar que si bien podemos estar ante un mundo más integrado e institucionalizado, con sofisticadas leyes corporativas y algunos mecanismos anticorrupción, todavía enfrentamos el reto de qué hacer con lo dudoso y lo ilegal y cómo mantener el pacto social, que se sostiene, entre otros factores, en el pago los impuestos que permiten brindar bienestar y seguridad a la sociedad.


			Algunas atingencias sobre legalidad y corrupción. Cada país define qué es y qué no es la corrupción y cómo se sanciona; también define las reglas sobre el vínculo entre dinero y política (Ackerman, 1997, p. 31). Más allá del relativismo legal, es obvio que si bien el soborno —mecanismo principal de corrupción en el mundo moderno— puede venir desde el Estado, también puede tener su origen en la empresa (Elliot, 1997). La empresa y sus defensores sostienen que son víctimas de extorsión, y aprovechan su capacidad discursiva y sus alianzas para diseminar esta idea, pero ciertamente no se puede partir de esta premisa si la realidad nos dice otra cosa.


			No tenemos comprobación empírica de que la corrupción se origine principalmente en el Estado —el juicio o prejuicio predominante— ni que sea resultado de una cultura propia del Tercer Mundo (Hegemann & Berumen, 2011). Este pensamiento predominante explica que estas «sanas» corporaciones corren peligro de contaminarse al relacionarse al Estado o cuando operan en el Tercer Mundo. Con el Estado es distinto por ser entidad pública, pero cabe anotar que el incentivo perverso es que los privados pueden tener ganancias mayores y ello ocurre en cualquier parte del planeta. En cuanto a la geografía de la corrupción, existe en todas partes, pero varían los niveles: son más altos y generalizados en los países menos desarrollados, y parecen provenir de una herencia colonial negativa, cuando se insertaron patrones de explotación. Asimismo, varía la capacidad y la voluntad fiscalizadora. Allí donde la sanción es débil, errática o no existe, caso del Perú y Brasil, la falta de sanción actúa como incentivo a la transgresión al no generar costos.


			Como discutiremos en este libro, existe o puede existir como telón de fondo arreglos dudosos, y hasta una relación colusiva y corrupta entre corporación y Estado. Este escenario es más recurrente en cierto tipo de países y actividades como las obras públicas en Perú y Brasil, donde entran en acción los incentivos perversos de un aumento extraordinario de la tasa de ganancia si la empresa logra conectarse políticamente, y debido a la falta de sanciones regulares y adecuadas. No es claro hasta qué punto estamos frente una creciente racionalidad y legalidad a lo Weber, es decir, un capitalismo «pacífico» y legal, que se hace global en su proceso «civilizatorio», y si las correcciones que generan los escándalos indican o no un incremento de la capacidad del sistema para combatir la corrupción a escala global. El asunto de si el mundo avanza en esta dirección, como si fuera realidad la visión positivista de ir siempre hacia adelante, progresando, hoy está en discusión y en revisión. Para muestra, véanse los casos recurrentes de corrupción corporativa de gigantes reputados o los debates sobre Lux Leaks en Europa o Panama Papers en el mundo. 


			La duda entonces emerge con la aparición recurrente de grandes casos e incluso olas de corrupción corporativa en países industrializados y altamente institucionalizados —y su actuación en el mercado mundial— y también en países en vías de desarrollo, ahora llamados emergentes. Ello nos indica patrones más complejos, profundos y globales de arreglos, colusión y corrupción entre las corporaciones y el Estado.


			No nos toca hacer una evaluación de la tendencia, pero como la oferta de mejora del sistema anticorrupción se repite, hay que considerar que, como mínimo, sus efectos son limitados. Así lo demuestran casos como Parmalat de Italia (1997); Siemens (2007) y Volkswagen (2015) en Alemania; Enron, Tyco, WorldCom y varias otras entre 2001 y 2002, por mencionar los casos más sonados de Estados Unidos; la crisis de Wall Street y la del City de 2008-2009, donde ocurrieron delitos económicos financieros que generaron pérdidas globales que involucraban a decenas de empresas, desde la prestigiosa firma Bearn Sterns de Wall Street hasta Bernard Maddoff y su multimillonaria «pirámide», pasando por el banco HSBC de Suiza; más recientemente Pujol y Nòos en España en 2010; Samsung de Corea del Sur en 2017; y, ciertamente, el caso Lava Jato de Brasil, que empieza el 2016 y que sigue varios años después. Aquí también hay zonas grises. La Unión Europea, para citar un caso que tiene que ver con impuestos, ha investigado el caso Apple, en el que esta corporación global remitía utilidades a su sede corporativa en Irlanda (empresa solo nominal en tanto ni siquiera tenía empleados) porque consiguió una rebaja del impuesto a la renta a su medida, por lo que fue sancionada por 13 000 millones de euros, incluyendo la devolución de impuestos3.


			Todos estos casos indican que el fenómeno de los arreglos dudosos, la legislación sastre y la colusión empresa-gobierno es más profundo y recurrente de lo que generalmente se admite, cuestionan el paradigma de que los Estados inician la corrupción, demuestran que las reformas anunciadas a raíz de escándalos anteriores no han logrado corregir los problemas, que los crímenes económicos no son sancionados con la severidad debida, y que la tentación de lucro ilegítimo afecta el pacto social. El incentivo perverso se mantiene e incluso se fortalece, en tanto hoy en día es mucho más fácil mover y ocultar dinero mal habido, o dinero que debería ser reportado para tributar.


			Esto nos lleva a pensar que es un error asumir que el comportamiento empresarial es ético y legal per se o que tiende a ello, y dejar fuera de la ecuación los arreglos rentistas dudosos, la colusión y la corrupción empresarial, considerándola excepcional o fruto de las influencias de sistemas o entidades corruptas, de los malos políticos o de los países que ejercen malas influencias4. 


			Actualmente, esta discusión es más interesante en la medida en que la corporación moderna se nos presenta como una organización profesional, altamente especializada, capaz de manejar sus relaciones con todo su entorno de manera armónica, premunida de reglamentos de ética y filosofías de responsabilidad social y ambiental. Ese es el lente bajo el cual las corporaciones quieren que las veamos, y que hoy toda corporación moderna, incluidos los grupos de poder latinoamericanos, asimila y reinventa (Rodríguez y otros, 2006). Los códigos de ética y la responsabilidad social corporativa o la estandarización de procedimientos tipo ISO son a menudo un discurso o un operativo publicitario cuando la corporación se autorregula y no tiene una supervisión independiente.
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